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L a actual crisis sanitaria y eco-
nómica provocada por la pan-
demia del Covid-19 ha dejado 

al descubierto las debilidades de 
nuestro modelo productivo. Nues-
tra economía ha sufrido un desplo-
me sin precedentes como conse-
cuencia de su excesiva dependencia 
del sector servicios y, en concreto, 
del turismo. En este contexto, debe-
mos aprovechar para actuar sobre 
los factores que influyen en la com-
petitividad y salir de la crisis con un 
modelo productivo más competiti-
vo, sólido y resiliente. Para ello, es 
necesario impulsar reformas es-
tructurales con visión de largo plazo 
en ámbitos como la educación, las 
políticas activas de empleo, la fisca-
lidad, la creación, crecimiento e in-
ternacionalización de las empresas 
y la lucha contra la economía su-
mergida.  

Los datos del Global Competiti-
veness Report (GCR) 2019 colocan a 
España en una posición intermedia 
en el ránking de competitividad en-
tre los países de la OCDE. Su com-
petitividad es superior a la de la mi-
tad de ellos, pero está aún alejada del 
grupo de países más avanzados co-
mo son Estados Unidos, Alemania, 
Francia, Reino Unido o los países 
nórdicos. 

El Círculo de Empresarios ha ela-
borado un informe titulado Mejorar 
la competitividad para acelerar la 
recuperación, en el que advierte de 
que nuestro país tiene aún un largo 
camino por recorrer, especialmente 
en materias tales como talento e in-
novación, eficiencia de las adminis-
traciones públicas, internacionali-
zación e industrialización. 

En lo relativo al talento y a la inno-
vación, desde el Círculo considera-
mos fundamental desarrollar un 
ecosistema innovador, establecien-
do un diálogo permanente con la co-
munidad académica y científica pa-
ra intercambiar reflexiones, com-
partir análisis y favorecer la divulga-
ción científica de interés económi-
co. El impacto del Covid-19 ha pues-
to de manifiesto la importancia de la 
innovación para asegurar el aumen-
to de la competitividad de la econo-
mía española en un mundo cada vez 
más global, interconectado y en 
constante cambio. Por ello, es nece-
sario aumentar la inversión en I+D, 
actualmente fijada en el 1,24% del 
PIB, un 0,88% por debajo de la me-
dia europea y lejos del objetivo del 
3% fijado por Bruselas.  

En el apartado de la eficiencia y 
calidad de las administraciones pú-
blicas, hay que profesionalizar la 
gestión de los organismos públicos 
para aumentar su independencia y 

visión a largo plazo ante los cambios 
del ciclo político, así como reformu-
lar y racionalizar la estructura de la 
administración territorial y aumen-
tar la transparencia de las adminis-
traciones públicas. Conviene tener 
presente que una Administración 
fuerte y que mejora la vida de los 
ciudadanos no es necesariamente la 
más grande, sino aquella capaz de 
administrar los recursos de la forma 
más racional y eficiente.  

En cuanto a la internacionaliza-
ción, tras la crisis de 2008 nuestras 
empresas llevaron las exportacio-
nes de bienes y servicios hasta máxi-
mos históricos, convirtiendo al sec-
tor exterior en el pilar en el que se 
apoyó la recuperación del creci-
miento de la economía española. El 
proceso de internacionalización de 
nuestras empresas ha sido clave pa-
ra lograr un crecimiento más sólido 
y equilibrado. Por ello, hay que in-
centivar la colaboración público-
privada para dar voz al sector priva-
do en el diseño de nuevas estrategias 
y planes, consolidar la base de em-
presas exportadoras y avanzar en la 
apertura de nuevos mercados. 

La rápida expansión del sector 
servicios en las últimas décadas ha 
provocado el retroceso del peso de 
la industria española sobre el PIB, 
situándolo en el 16%, tres puntos 
por debajo de la media europea.  

Para revertir esta tendencia, des-
de el Círculo apostamos por fomen-
tar la inversión pública en el desa-
rrollo de infraestructuras para el 
transporte de mercancías industria-
les por ferrocarril y por carretera. 
También es necesario establecer 
políticas industriales activas y trans-
versales, favorecer la colaboración 
público-privada para la innovación 
y la digitalización. 

Todas estas propuestas deben ir 
acompañadas de un impulso genera-
lizado de reformas en numerosos 
ámbitos de la economía española pa-
ra que, de verdad, puedan ser efecti-
vas. En el ámbito laboral no debemos 
olvidar la necesidad de simplificar y 
modernizar el sistema de contrata-
ción para hacerlo más simple, tra-
tando de atajar el grave problema de 
dualidad que caracteriza a nuestro 
mercado de trabajo. Desde el punto 
de vista fiscal, es fundamental aco-
meter una ambiciosa reforma inte-
gral de nuestro sistema tributario pa-
ra hacerlo más eficiente y favorece-
dor de la competitividad. 

En definitiva, queda un largo aba-
nico de reformas que deben ser aco-
metidas para dotar a nuestro siste-
ma productivo de una mayor com-
petitividad. Esta crisis debe servir de 
oportunidad para definir y empezar 
a transitar hacia un nuevo modelo 
productivo para España, más sólido, 
competitivo y sostenible.

E n los westerns es habitual que el inocente pianis-
ta del “saloon” salga perjudicado del cruce de 
disparos entre el protagonista y el pistolero de 

turno. También en las imprescindibles actuaciones de la 
Administración tributaria ocurre en ocasiones que ciu-
dadanos honestos, como son la gran mayoría, reciben 
un trato injusto. Con ello se pone en riesgo su patrimo-
nio y, se olvida muchas veces, también su equilibrio 
emocional.  

Pueden ponerse ejemplos muy vivos. Son muchas las 
derivaciones de responsabilidad recaudatoria hacia ad-
ministradores de sociedades que sin embargo actúan 
con diligencia. También a veces se aplican sin más a so-
ciedades de objeto social diverso las recetas administra-
tivas pensadas para situaciones de abuso; en esos casos, 
la Inspección lleva al IRPF 
de los socios todo o casi to-
do el beneficio societario 
no repartido. Asimismo, es 
habitual la inclusión en el 
listado de deudores a la 
Hacienda Pública (el lista-
do de “morosos” tributa-
rios) de solicitantes de 
aplazamientos presenta-
dos en plazo; son supues-
tos en que, por circunstan-
cias de calendario o por re-
trasos funcionariales de 
tramitación, la deuda no se 
encuentra formalmente 
aplazada a 31 de diciembre. 
Y muy actual es la polémi-
ca sobre las entradas y re-
gistros en domicilios de 
empresas con el único ar-
gumento de la baja rentabi-
lidad del negocio, una ano-
malía recientemente co-
rregida por el Tribunal Su-
premo. 

Son todos ellos casos no 
tan frecuentes en términos 
relativos, pero que afectan a 
un número importante de 
ciudadanos cumplidores. 
En ese escenario ha irrum-
pido además el COVID-19 
trastocando procedimien-
tos, limitando las posibilidades de interlocución entre 
contribuyentes y Administración, y provocando errores 
en las actuaciones administrativas, precisamente cuan-
do particulares y empresas lo están pasando peor. 

A partir de esa situación es preocupante leer el pro-
yecto de Ley de Prevención y Lucha contra el Fraude, 
en tramitación parlamentaria. El proyecto no sólo evita 
subsanar los errores constatados, sino que introduce 
nuevas normas que ponen en riesgo garantías ciudada-
nas. Entre otras, la que incomprensiblemente extende-
rá el alcance del listado de “morosos” tributarios antes 
de corregir las disfunciones sabidas. Es más, se apuntala 
expresamente alguna de ellas. 

También es significativa la disposición del proyecto 
de ley que permitirá a la Administración adoptar medi-
das cautelares, cuando precisamente para evitar esas 
actuaciones el obligado tributario ha solicitado la sus-
pensión del pago de la deuda a un órgano de revisión 
que conoce de un recurso o reclamación. Por ejemplo, la 
Hacienda Pública podrá embargar los créditos de una 
empresa frente a sus clientes. Para ello, la Administra-
ción tributaria notifica a los clientes el importe de los tri-
butos debidos por la empresa, y les indica que han de pa-
gar sus deudas comerciales a la propia Agencia Tributa-

ria, y no a la empresa acreedora. Con esas notificaciones 
se daña gravemente la reputación del negocio, muchas 
veces de forma irreparable, sin tener en cuenta que esas 
deudas tributarias están recurridas y luego muchas ve-
ces se anulan. Y sin esperar siquiera a la decisión del ór-
gano de revisión relativa a la propia suspensión. Con 
ello se abriría una importante fisura en el instituto de la 
suspensión, de tono anticonstitucional.   

Desgraciadamente en los últimos años se han perdi-
do muchas de las garantías ciudadanas recogidas en la 
Ley General Tributaria original de 2003, en virtud de 
normas posteriores. Son normas impulsadas de buena 
fe por la Administración tributaria para corregir las si-
tuaciones de fraude que detecta en sus actuaciones. Sin 
embargo, las nuevas disposiciones son aplicadas por el 
aparato administrativo en ocasiones de manera indis-
criminada, dañando a ciudadanos cumplidores. A ello 
se añade un sesgo administrativo hacia la imposición de 
sanciones tributarias contrario a la presunción constitu-
cional de inocencia, que desencadena efectos secunda-
rios tóxicos, como algún tipo de las mencionadas deri-

vaciones de responsabili-
dad. La progresiva infor-
matización de procedi-
mientos también contri-
buye a homogeneizar 
actuaciones que a veces 
necesitan de revisión caso 
por caso, especialmente 
en el ámbito recaudatorio. 

¿Qué hacer para en-
mendar estas irregularida-
des? Desde luego, no sem-
bremos en las leyes tribu-
tarias disposiciones que 
alumbrarán abusos futu-
ros. Se dirá que la aplica-
ción de las normas tributa-
rias luego se revisa férrea-
mente. No es cierto. Por 
ejemplo, en las entradas 
domiciliarias corregidas 
por el Tribunal Supremo 
la primera propuesta, ex-
cesiva, pasó después el fil-
tro de profesionales muy 
cualificados del ámbito tri-
butario y judicial. Es la 
inercia funcionarial, la 
confianza ciega en que lo 
que viene de otro funcio-
nario tiene que ser correc-
to. La Administración tri-
butaria, de labor muy ne-
cesaria y destacable, debe 

mejorar sus controles de calidad, evitando la cultura de 
la inercia acrítica.  

A ello se añade la percepción equivocada de algunos 
funcionarios, desconocedores de la realidad empresa-
rial, que presumen fraude donde no lo hay. Tampoco 
ayuda el discurso político que sitúa en la Administra-
ción tributaria la tarea de reducción del déficit público, a 
la vez que esos mismos políticos abdican de su obliga-
ción de atemperar el gasto público. 

Como filosofía del quehacer administrativo, sería 
bueno asumir de una vez la llamada “relación coopera-
tiva” con el contribuyente. También puede darse una 
oportunidad a la conciliación en la vía económico-ad-
ministrativa y en la judicial, cuando por ejemplo las po-
siciones de la Administración y el contribuyente diver-
gieron en cuestiones superadas por nueva doctrina. 

Se trata, en definitiva, de extremar el cuidado de las 
relaciones con los ciudadanos y, también así, de prote-
ger la imagen de nuestra valiosa Administración tribu-
taria, que sale dañada de las actuaciones injustas. Por-
que, como dice el juramento hipocrático, “ante todo, no 
hagas daño”.
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